
Carta abierta a los Ministras y Ministros  responsables de la seguridad pública de las Américas 

Cuarta Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA IV) 

Medellín, Colombia, 21 y 22 de noviembre de 2013 

De nuestra mayor consideración, 

Las organizaciones defensoras de los derechos humanos firmantes, nos dirigimos a Ustedes en 

ocasión de esta IV Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA) 

para dar seguimiento al llamado hecho a los gobiernos de la región en ocasión de la XLIII Asamblea 

General de la OEA del pasado mes de junio, de hacer una revisión de la orientación de las políticas 

de drogas que vienen llevándose adelante en las Américas. 

Esta reunión de Ministros debe continuar y profundizar los compromisos asumidos por los Estados 

parte en la Declaración de Antigua "Por una Política Integral Frente al Problema Mundial de las 

Drogas en las Américas". En este sentido, reiteramos la importancia de continuar el diálogo 

iniciado en Antigua y los esfuerzos conjuntos de los Estados sobre las políticas de drogas, haciendo 

hincapié en que éstas deben tener a los derechos humanos y la reducción de la violencia como un 

elemento central. 

Entendemos fundamental que las y los ministros encargados de la seguridad en las Américas se 

involucren en el diálogo tanto en oportunidad de esta MISPA IV, así como en cualquier otro 

espacio que en su marco se genere. Su participación activa en este necesario diálogo cobra 

relevancia en el actual escenario regional marcado por las políticas prohibicionistas y la guerra 

contra las drogas, que han centrado el debate sobre drogas en el ámbito de la seguridad. En 

nuestra región, la estructura y organización de las redes criminales que manejan los mercados 

ilegales de drogas han penetrado y corrompido las instituciones de gobierno, incluyendo las 

policías, socavando su capacidad de proveer de seguridad a las comunidades. Es por eso que 

pensamos que se deben comenzar a debatir cambios en la respuesta estatal frente a este asunto 

tanto en el campo de la seguridad en relación al crimen organizado, como en el fortalecimiento de 

la oferta de políticas sanitarias de prevención y tratamiento a las personas que tienen un consumo 

problemático de sustancias (tanto legales como ilegales), y estableciendo una política criminal 

tendiente a reducir el fuerte impacto de las políticas de drogas en los sistemas penitenciarios.   

Las organizaciones firmantes instamos a los gobiernos a profundizar el diálogo y a establecer una 

agenda de trabajo que contenga líneas de discusión y acción concretas para reducir los impactos 

negativos de las políticas de drogas en los derechos humanos, incluyendo, entre otras: 

 Implementación de políticas orientadas a reducir la violencia. Los esfuerzos para la 

aplicación de la ley se han enfocado tradicionalmente en reducir la escala o el tamaño del 

mercado de drogas ilícitas, prestando escasa atención a cómo éstas políticas podrían llevar 

a incrementar —o reducir— la violencia. Las decenas de miles de personas asesinadas en 

México en años recientes han mostrado claramente tales daños. En última instancia, la 

meta debería ser minimizar el daño causado por la violencia en las comunidades por 

fenómenos como el tráfico de sustancias, el control violento de territorios, el tráfico de 



armas, de personas, y también por las propias políticas de drogas que vienen 

implementándose.  

 Revisión de la proporcionalidad en las penas por delitos vinculados con drogas, 

diferenciando según su gravedad, el uso de violencia, y el nivel de responsabilidad de los 

autores en las estructuras criminales. Las leyes que prescriben penas para los delitos de 

drogas deberían reformarse, permitiendo alternativas a la cárcel para delitos no-violentos, 

en particular los cometidos por personas en situación de vulnerabilidad, como muchas 

mujeres de la región.  

 Incorporación de una perspectiva de género que permita identificar y abordar los 

impactos diferenciales que el problema de las drogas tiene en la vida de las mujeres. Las 

políticas criminales centradas exclusivamente en los delitos de comercialización y tráfico y 

persecución de las y los usuarios ha golpeado a personas en mayor situación de 

vulnerabilidad por motivos de pobreza, marginalidad, migración u otros. Al mismo tiempo, 

el impacto ha sido claramente diferencial entre los sexos, con mayor fuerza sobre las 

mujeres. Las poblaciones más pobres, marginales, las mujeres son quienes dan rostro al 

fracaso de este abordaje. Sin duda, esto ha contribuido a la sobrepoblación carcelaria, a la 

violencia intramuros, y a la multiplicación de la cantidad de mujeres privadas de su 

libertad. A pesar de que ellas constituyen los eslabones menores de las cadenas de tráfico, 

las “mulas” o micro-traficantes son quienes pueblan las cárceles, muchas veces en 

compañía de sus hijos e hijas pequeños. 

 Descriminalizar el consumo, la tenencia de estupefacientes y el cultivo para consumo 

personal. La criminalización de las  personas que consumen drogas intensifica su 

marginación y estigmatización. Las minorías y las personas pobres se ven especialmente 

afectadas, ya que suelen ser el principal objetivo de las intervenciones de aplicación de la 

ley. Los gobiernos deberían estudiar la posibilidad de adoptar la descriminalización como 

respuestas alternativas a la criminalización de las personas que consumen drogas 

ofreciendo políticas sanitarias para los consumidores problemáticos dentro del ámbito de 

la salud pública y que no conduzcan a su estigmatización. Ello implica separar el uso de 

drogas del campo penal y de la seguridad; solo una clara separación entre usuarios de 

drogas y mercado ilegal permitirá que el esfuerzo de las agencias de seguridad se enfoque 

en quienes realmente debe hacerlo.  

Todas estas medidas, además de adecuarse a principios respetuosos de los derechos 

humanos, ayudarían a la reducción de los índices de encarcelamiento, al delimitar las 

conductas delictivas relacionadas con las drogas. El hacinamiento carcelario constituye 

una de las principales causas de violaciones a los derechos humanos en la región, 

repercutiendo también fuertemente en las familias de las y los detenidos y sus 

condiciones de vida.  

 Revisar la utilización de las fuerzas armadas en operativos antidrogas. La militarización, eje 

de la guerra contra las drogas, ha demostrado ser inefectiva y contraproducente: los 

índices de corrupción, inseguridad y violencia han ascendido en los territorios donde las 

Fuerzas Armadas han actuado, constituyéndose en un actor más que colabora en la 

escalada del uso de la fuerza y armamentos. Esto no sólo no ha contribuido a resolver el 



problema de la oferta, sino que ha impactado negativamente en el respeto a los derechos 

humanos, la militarización de la seguridad pública, la desprofesionalización de las fuerzas y 

el borramiento de la frontera entre seguridad y defensa.   

Por todo lo anterior, las organizaciones firmantes hacemos un llamado a los Ministros de 

Seguridad de las Américas para continuar el diálogo iniciado en Antigua y dar seguimiento 

a las actividades acordadas, buscando alternativas a las políticas militarizadas y de “mano 

dura” que han incrementado los niveles de violencia en la región, sin lograr los resultados 

buscados. Instamos a los gobiernos también a incluir la participación de la Sociedad Civil 

en este diálogo, así como reforzar sus compromisos con el fin de situar a los derechos 

humanos en el centro del debate. 

 

Organizaciones firmantes 

1. +Info - Riesgo, El Salvador 
2. Acción técnica Social- ATS, Colombia 
3. American Civil Liberties Union- ACLU, Estados Unidos  
4. Asistencia Legal por los Derechos Humanos A.C., Mexico 

5. Asociación Costarricense para el Estudio e Intervención en Drogas- ACEID, Costa Rica 
6. Asociación de Estudios del Cannabis del Uruguay- AECU , Uruguay 
7. Asociación Pensamiento Penal- APP, Argentina 
8. Asociación Pro Derechos Humanos, Perú 

9. Asuntos del Sur , Chile 
10. Canadian Drug Policy Coalition, Canadá 
11. Centro Cáritas de Formación para la Atención de las Farmacodependencias y Situaciones 

Críticas Asociadas A.C , México 
12. Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín- Prodh, Mexico 

13. Centro de Estudios Legales y Sociales- CELS, Argentina 

14. Colectivo de Estudios Drogas y Derecho- CEDD 
15. Colectivo por una Política Integral Hacia las Drogas AC- CUPIHD, Mexico. 
16. Colegio Médico de Chile, Chile 
17. Comisión de Justicia y Paz, Colombia 

18. Comisión Ecuménica de Derechos Humanos (CEDHU) de Ecuador 

19. Comisión Provincial por la Memoria, Buenos Aires, Argentina 

20. Conectas direitos humanos 

21. Conselho Regional de Psicologia de São Paulo, Brasil 

22. Consorcio Internacional sobre Políticas de Drogas- IDPC 
23. Corporación Humanas- Centro regional de derechos humanos y justicia de 

género 

24. Dejusticia- Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad, Colombia 

25. Drug Policy Alliance - DPA, Estados Unidos de Norteamérica. 
26. Espolea A.C., México 
27. Estudios Comparados en Ciencias Penales de Guatemala -ICCPG, Guatemala 

28. Equipo Latinoamericana de Justicia y Género - ELA, Argentina 

29. Frente Estadual de Drogas e Direitos Humanos do Rio de Janeiro- FEDDH-RJ, Brasil 
30. Fundación de Estudios para la Aplicación del Derecho- FESPAD, El Salvador. 



31. Fundación Myrna Mack, Guatemala  

32. Fundar, Centro de Análisis e Investigación, AC. 

33. Harm Reduction Coalition- HRC, Estados Unidos de Norte America 
34. Iglesia Evangélica Protestante de El Salvador 
35. Instituto de Estudios Legales y Sociales del Uruguay- IELSUR, Uruguay 

36. Instituto de género, derecho y desarrollo- Insgenar, Argentina 

37. Instituto Latinoamericano de Seguridad y Democracia- ILSED 
38. Intercambios Asociación Civil, Argentina 

39. La Maria Guanaca, El Salvador 
40. Lua Nova, Brasil 
41. Mesa Nacional por la Igualdad, Argentina 
42. México Unido Contra la Delincuencia- MUCD , México 
43. Misión Sacerdotal Tercermundista 
44. Movimiento Igualdad, El Salvador 
45. Oficina en Washington para Asuntos Latinoamericanos - WOLA, Estados Unidos de 

América 

46. Plataforma Interamericana de Derechos Humanos, Democracia y Desarrollo- PIDHDD 

47. Proderechos, Uruguay 

48. Projeto Transversões – Projeto Integrado de Pesquisas “Saúde mental, 

desinstitucionalização e abordagens psicossociais” – Escola de Serviço Social da 

Universidade Federal do Rio de Janeiro. 

49. Psicotropicus, Centro Brasileño de Políticas de Drogas, Brasil 
50. Puente, Investigación y Enlace- PIE, Bolivia 
51. Red Americana de Intervención en Situaciones de Sufrimiento Social- RAISSS 
52. Red Brasileña de Reducción de Daños y Derechos Humanos- REDUC , Brasil 
53. Transnational Institute- TNI  

 


